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2.En el supuesto de concesiones directas con
carácter excepcional, previstas en el apartado 3 del
artículo 19 de este Reglamento, será necesario la
incoación de un expediente que contendrá, al me-
nos, los siguientes documentos:

a)Solicitud acompañada de los documentos indi-
cados en el artículo 12.1 de este Reglamento.

b)Documento acreditativo de la existencia de
crédito adecuado y suficiente para su otorgamiento.

c)Informe sobre la justificación de la concesión
directa.

d)Orden del Consejero competente por razón de la
materia, en la que deberá figurar objeto y cuantía de
la subvención, plazo o término para justificar la
subvención y forma de justificación por parte del
beneficiario del cumplimiento de la finalidad y de la
aplicación de los gastos que se concedan.

e)Indicación de su compatibilidad con la obten-
ción de otras subvenciones o ayudas para la misma
finalidad, procedentes del sector público o privado.
Si se declara dicha compatibilidad, obligación de
incluir en la documentación justificativa una relación
de todos los gastos e ingresos correspondientes a la
actividad subvencionada.

f)Obligación del beneficiario de someterse a las
actuaciones de comprobación y de control financiero
que realice la Intervención de la Ciudad Autónoma.

g)El órgano facultado para la concesión de la
subvención, será en todo caso, el Consejero compe-
tente por razón de la materia.

CAPITULO VII

GASTOS SUBVENCIONABLES,

JUSTIFICACION Y PAGO.

 ARTICULO 21. Gastos subvencionables.

Se consideran gastos subvencionables aquéllos
que de manera indubitada respondan a la naturaleza
de la actividad subvencionada, y se realicen en el
plazo establecido en las convocatorias. Los gastos
financieros, de asesoría jurídica o financiera, los
gastos notariales y registrales y los gastos periciales
para la realización del proyecto o actividad subven-
cionada y los de administración específicos, son
subvencionables si están directamente relaciona-
dos con la actividad subvencionada y son indispen-
sables para la adecuada preparación o ejecución de
la misma.

En ningún caso serán gastos subvencionables:

a) los intereses deudores de las cuentas banca-
rias

b) intereses, recargos y sanciones administra-
tivas y penales

c) los gastos de procedimientos judiciales

d) los impuestos indirectos cuando sean sus-
ceptibles de recuperación o compensación.

e) impuestos personales sobre la renta

Salvo que en las bases se establezca lo contra-
rio, según lo establecido en el art. 31.2 de la Ley
General de Subvenciones, se considerará gasto
realizado el que ha sido efectivamente pagado
durante el periodo que se establezca en la respec-
tiva convocatoria.

ARTICULO 22. Pago.

No podrá realizarse el pago de la subvención en
tanto el beneficiario no se halle al corriente en el
cumplimiento de sus obligaciones tributarias y
frente a la Seguridad Social o sea deudor por
resolución de procedencia de reintegro.

El Servicio administrativo correspondiente de-
berá remitir los expedientes a la Intervención de la
Ciudad con informe que acredite la adecuación de
la documentación solicitada y el proyecto o activi-
dad subvencionable, a las bases de la convocato-
ria.

Serán las bases las que determinen que el pago
sea anticipado.

ARTICULO 23. Justificación.

La justificación del cumplimiento de las condi-
ciones impuestas y de la consecución de los
objetivos previstos en la concesión de la subven-
ción, se documentará a través de la rendición de la
cuenta justificativa, que constituye un acto obliga-
torio del beneficiario, en la que se deben incluir,
bajo responsabilidad del declarante, los justificantes
del gasto o cualquier otro documento con validez
jurídica que permitan acreditar el cumplimiento del
objeto de la subvención.

Esta cuenta justificativa deberá incluir una de-
claración de las actividades realizadas que han
sido financiadas con la subvención, y su coste,
con desglose de cada uno de los gastos incurridos.
Estos gastos se acreditarán mediante facturas y
demás documentos de valor probatorio equivalente
con validez en el tráfico jurídico mercantil o con
eficacia administrativa.


